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Auto No:                     Al127 
Proceso:  Verbal 
Demandante:  Luz Helena Arango Arias y Otro 
Demandado:  Mitsubishi Electronic de Colombia Ltda y Otras 
Radicado:  05001 31 03 006 2018 00344 01 
Asunto:  Confirma auto apelado 
Tema: Nulidad Procesal  
Sinopsis: Alteración de la Competencia por hechos sobrevinientes. 
 
 

TRIBUNAL SUPERIOR 

DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLIN 

-SALA UNITARIA CIVIL DE DECISIÓN- 
 
 

Medellín, Veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 
 
 

Concita la atención de la Sala desatar el recurso de 

apelación formulado por la apoderada de la parte demandante frente al auto 

de fecha 24 de septiembre del 20211, por medio del cual el Juzgado Sexto 

Civil del Circuito de Oralidad de Medellín desestimó el incidente de nulidad 

formulado por aquella, bajo el argumento que la intervención sobreviniente 

de una entidad pública no configura la nulidad por falta de jurisdicción y/o 

competencia. 

I. ANTECEDENTES. 

 
1. Como hechos relevantes con miras a desatar la alzada, 

se tiene que en audiencia inicial del 22 de julio del 2021 (artículo 372 CGP),  

la apoderada de la parte demandante manifestó que “me asalta una duda 

frente a una nulidad sobreviniente después de la vinculación de EPM por 

competencia, sabemos y es un hecho notorio que EPS es una entidad pública y en ese 

orden de ideas y mirando el artículo 104 del CPACA, la competencia de dicha 

jurisdicción para conocer de cualquier litigio que venga de hechos, actos, omisiones, 

en la que esté involucrada una entidad pública, entonces me asalta esa duda de que 

de pronto en cualquier etapa del proceso se surta una nulidad inclusive en segunda 

instancia, lo que sí me gustaría que el juzgado mirara esta circunstancia”, petición 

que fue denegada por el Juez bajo el argumento “el despacho no puede resolver 

dudas, lo que se resuelve son solicitudes de las partes de manifestaciones expresas 

frente a circunstancias como por ejemplo peticiones de nulidad o la interposición de 

recursos (…) ”, aspecto que conllevó a que la apoderada aclarara la petición 

                                                 
1 En auto del 25 de mayo se ordenó la devolución del expediente para que se surtiera el traslado respectivo, 

una vez agotado dicha etapa procesal fue remitida nuevamente por la Secretaría de esta Sala, la que asignó 

nuevamente su reparto el 27 de julio del 2022.  
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en el sentido que: “con los mismos argumentos que le estoy 

dando y con los artículos del código civil que dice que todo lo actuado conserva su 

validez y con los artículos del CPACA quiero la claridad de saber si en estos 

momentos le planteo la solicitud de nulidad o lo dejo para la reanudación de la 

audiencia inicial”, frente a lo que el Juez interpretó la inquietud como una 

solicitud de nulidad procesal por falta de competencia.  

 
 

2.Del auto objeto de Apelación: En auto del 24 de 

septiembre del dos mil veintiuno (2021) el Juez desestimó la solicitud de 

nulidad, para lo cual advirtió que si bien la nulidad por falta de jurisdicción y 

competencia se configura cuando se actúa después de su declaración, en el 

caso sub lite, dicho supuesto no se ha establecido, porque no se ha 

consolidado su declaratoria. Asimismo, de cara a los argumentos que 

soportan la nulidad, enfatizó que “como la vinculación al proceso por parte de la 

entidad pública del orden municipal, fue de manera sobreviniente, al comparecer en 

razón de los llamamientos en garantía que le realizara uno de los codemandados por 

presunto deber legal y/o contractual en relación con los hechos materia de litigio. La 

competencia no puede variar, como se estipula el artículo 27 del C.G.P por el simple 

hecho de la intervención sobreviniente de tal entidad con fuero especial, en calidad de 

llamada en garantía”. 

 
 

                            3. Del Recurso de Apelación. Por ser contrario a sus 

intereses, la incidentista formuló recurso de reposición y en subsidio de 

apelación en contra de la citada providencia, para lo cual expuso como 

motivos de su disidencia:  

 

                           a. Taxatividad del artículo 133 del C.G.P: “el hecho de no 

haber declarado de oficio la nulidad por falta de jurisdicción sobreviniente, al estar 

involucrada EPM no convalida lo actuado, sino que por el contrario sigue 

adoleciendo de tal yerro procesal”, en esa medida, como las nulidades 

procesales son una de las instituciones más importantes del derecho 

adjetivo y como hoy existe una tendencia que cuestiona su taxatividad, su 

interpretación deber ser más amplia por el Juez como director del proceso. 
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b. Intervención de EPM de manera sobreviniente como 

llamada en garantía:  En este caso, al operar el fuero de 

atracción en la Jurisdicción contencioso administrativa conserva su 

competencia para declarar la responsabilidad de una persona pública o 

privada, así posteriormente sea exonerada de la reparación, según los 

múltiples pronunciamientos que sobre el tema ha establecido el Consejo de 

Estado, y las leyes 1107 de 2006 y Ley 1437 de 2011.  

 

En ese orden de ideas y por estar involucrada en este 

litigio EPM, como entidad pública que presta servicios públicos, aunado a 

que el llamamiento en garantía es una verdadera demanda contra el 

llamado, y la existencia del fuero de atracción necesario es concluir que la 

Jurisdicción Civil no es la competente para dirimir esta controversia y se 

hace obligatorio declarar la nulidad sobreviviente por falta de jurisdicción. 

 

                           Expuestos de esta manera los antecedentes que dieron 

lugar a la decisión recurrida, y los motivos de su disenso, se procede por el 

Tribunal a decidir el recurso, con fundamento en las siguientes: 

 

CONSIDERACIONES 

 

                            2.1. De las nulidades procesales como institución 

jurídico-procesal. Considerados los sucesos atinentes al adelanto de este 

proceso, corresponde a la Sala desentrañar, si en efecto, se estructuró o no 

la causal de nulidad invocada por la parte demandante dentro del proceso 

de la referencia, adelantándose el Tribunal a señalar que, para el caso, es 

de evidente correspondencia lo manifestado por el a-quo, pues, frente a la 

razones esbozadas por el extremo procesal recurrente, se tiene que, las 

nulidades, en estricto sentido, se suscitan dentro del proceso ante 

eventuales irregularidades que vulneran el debido proceso y, que por ello, 

se les ha atribuido la virtualidad de invalidar las actuaciones afectadas con 

tal proceder, por lo que es legítimo sostener que, cuando se declara la 

nulidad, entonces, es porque, como resultado de dicho control, con la 

inobservancia del acto procesal cuestionado, se ha lacerado un derecho 

fundamental como es el debido proceso y derecho de defensa, cuya 

preservación justifica la invalidación de la actuación viciada y, con ello, su 
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posterior renovación; luego, dado el efecto deletéreo que 

tales eventos suponen, es por lo que las causales 

consagradas se ven guiadas por el principio de la taxatividad y la ausencia 

de subsanación, pues sólo constituyen causales de nulidad las 

expresamente señaladas como tales, sin que sea posible prohijar por 

analogías o juicios de valor en torno a la relevancia o importancia de la 

irregularidad o su configuración cuando las partes han convalidado su 

afectación procesal.  

 

                     Aunado a lo anterior, el legislador, consciente de tal necesidad, 

instituyó de manera taxativa las causales de nulidad procesal contempladas 

en el artículo 133 del Código General del Proceso, disciplina legal que, por 

su pertinencia, amerita su cita in extenso, veamos:    

 

“El proceso es nulo, en todo o en parte, solamente en los siguientes casos: 

 

1. Cuando el juez actúe en el proceso después de declarar la falta de 

jurisdicción o de competencia. 

 

2. Cuando el juez procede contra providencia ejecutoriada del superior, revive 

un proceso legalmente concluido o pretermite íntegramente la respectiva 

instancia. 

 

3. Cuando se adelanta después de ocurrida cualquiera de las causales legales de 

interrupción o de suspensión, o si, en estos casos, se reanuda antes de la 

oportunidad debida. 

 

4. Cuando es indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien 

actúa como su apoderado judicial carece íntegramente de poder. 

 

5. Cuando se omiten las oportunidades para solicitar, decretar o practicar 

pruebas, o cuando se omite la práctica de una prueba que de acuerdo con la ley 

sea obligatoria. 

 

6. Cuando se omita la oportunidad para alegar de conclusión o para sustentar 

un recurso o descorrer su traslado. 

 

7. Cuando la sentencia se profiera por un juez distinto del que escuchó los 

alegatos de conclusión o la sustentación del recurso de apelación. 

 

8. Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio de la 

demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas 

aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas 

que deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así lo 
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ordena, o no se cita en debida forma al Ministerio Público o a 

cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con la ley debió 

ser citado. 

 

Cuando en el curso del proceso se advierta que se ha dejado de notificar 

una providencia distinta del auto admisorio de la demanda o del 

mandamiento de pago, el defecto se corregirá practicando la 

notificación omitida, pero será nula la actuación posterior que dependa 

de dicha providencia, salvo que se haya saneado en la forma establecida 

en este código”. 

 

 
2. Caso en Concreto: De esta manera, y para lo que el 

caso importa, resulta pertinente determinar si los argumentos que esgrime 

la apelante son suficientes para configurar la nulidad por falta de jurisdicción 

y competencia, ante la intervención sobreviniente de una entidad de orden 

público. 

 

En efecto, sea lo primero indicar que el llamado en 

garantía si bien fue considerado como parte según lo previsto en el artículo 

64 del C.G.P., de todas maneras, no puede perderse de vista que interviene 

de manera forzosa como un tercero, porque su relación únicamente 

involucra al llamante y a la llamada, pues no se expande a ningún otro 

sujeto procesal, a tal punto que solo es objeto de estudio en el evento de 

prosperidad de las súplicas en contra de quien lo llama y en esa medida su 

intervención sobreviniente no modifica y/o altera los factores de 

competencia y la jurisdicción que se había establecido previamente, 

conforme a lo previsto en el artículo 27 del C.G.P, tal y como atinadamente 

lo advirtió el Juez Cognoscente. 

 

                            Sobre el tema, me permito citar el Auto A671/2022 de la 

Corte Constitucional, en la que en un caso similar al objeto de estudio, 

indicó: “(…) dada la posterior vinculación de Ecopetrol S.A. como llamada en 

garantía en el proceso, el Juzgado Décimo Civil de Circuito de Bucaramanga resolvió 

remitir el expediente al considerar que se había configurado la falta de jurisdicción 

por la naturaleza de la entidad; al respecto, se advierte que aquella situación en sí 

misma no atribuye competencia a la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo 

para conocer del asunto pues de acuerdo con lo señalado por el artículo 27 del 

Código General del Proceso[25] la competencia no debe variar por la intervención 

https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/autos/2022/A671-22.htm#_ftn25
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sobreviniente de personas o en este caso, de entidades, sino que 

por lo contrario, la competencia es inalterable ante este tipo de circunstancias 

procesales que resultan ajenas a la voluntad de los demandantes… De igual forma, 

la parte demandada señaló que esta Jurisdicción debía conocer del asunto en 

aplicación del criterio orgánico; en este punto es preciso señalar que para la 

aplicación del mencionado criterio como orientador en la atribución de competencias 

es necesario que se determinen pretensiones en la demanda en contra de la entidad 

pública[26] en cuestión, situación que no ocurre en el caso concreto. En efecto, es 

importante reiterar que la determinación de la competencia es fijada por las 

pretensiones de la demanda y no por la posterior vinculación de terceros en el 

proceso, y dado que en el caso concreto ninguna de las pretensiones se encuentra 

dirigida a Ecopetrol S.A. no existe entidad suficiente para atribuir competencia a 

esta Jurisdicción, ni en razón de la aplicación del criterio orgánico, ni por la forma de 

vinculación de la entidad al proceso, por lo que el juez natural en el asunto debe ser 

el Juez Civil (…)”[27].   (subrayas ajenas al texto) 

 

                            Así las cosas, no resulta necesario esgrimir mayores 

elucubraciones que las previamente descritas, ante la improcedencia de la 

nulidad, conforme se propuso en las líneas que preceden. En corolario, se 

advierte entonces que, no se comparten los argumentos que vienen siendo 

esgrimidos por el extremo recurrente, pues, sometido el factum aducido 

como detentador de la irregularidad procesal a la taxonomía de la institución 

clamada, no logra evidenciarse su correspondencia lo que para el caso se 

traduce en la confirmación del proveído recurrido.  

 

                             De esta manera, y sin necesidad de mayores 

disquisiciones, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Medellín, Sala 

Unitaria Civil de Decisión,  

   

III. RESUELVE: 

 

                                PRIMERO: CONFIRMAR el auto de fecha 24 de 

septiembre del 2021, por medio del cual el Juzgado Sexto Civil del Circuito 

de Oralidad de Medellín, ello, de conformidad con las razones expuestas de 

manera precedente.  

https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/autos/2022/A671-22.htm#_ftn26
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/autos/2022/A671-22.htm#_ftn27
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SEGUNDO: Sin costas en esta instancia, por cuanto las 

mismas no se causaron.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE, 
 

 
 
 
   

JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 
MAGISTRADO 

 

Hoja de firmas apelación de auto con radico número 05001 31 03 006 2018 00344 
01 

 
 
 
 
 
 


